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EL HONORABLE CONGRESO CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COLIMA, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE LOS ARTICULOS 33 FRACCION XI  Y 39  DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA LOCAL, EN NOMBRE DEL PUEBLO, Y 

R E S U L T A N D O
1.- Mediante oficio No. 3749/12 de fecha 5 de septiembre de 2012, suscrito por el C. LAE. Roberto Alcaraz Andrade, Oficial Mayor del H. Congreso del Estado, se turnó a la Comisión de Responsabilidades el Decreto No. 565 aprobado y expedido por el Pleno de ésta Soberanía, en Sesión Pública Ordinaria No. 21 celebrada el día 28 de agosto del 2012, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”, No. 43 Suplemento No. 3, correspondiente al sábado 01 de septiembre del año 2012, con el que se declaró concluido el proceso de revisión y fiscalización de los resultados de la cuenta pública del ejercicio fiscal 2011 del Municipio de Manzanillo, con base al contenido del informe de resultados emitido por el Órgano Superior de Auditoria y Fiscalización Gubernamental del Estado, y se aprueba la propuesta de sanción administrativa al LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS, ex Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Manzanillo, Col. Consistente en Amonestación Pública, que tiene por objeto suprimir practicas que infrinjan, de cualquier forma las disposiciones normativas vigentes, por los actos u omisiones consignados en las observaciones 07/11-F24, 07/11-F28, 07/11-F30, 07/11-F31 y 07/11-F32.
2.- En cumplimiento al resolutivo Segundo del Decreto turnado y en ejercicio de la facultad que a la Comisión  de Responsabilidades le otorga la fracción IV del artículo 49, del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, el Diputado Presidente dio cuenta a los Diputados integrantes de la misma con el oficio y documentos mencionados en el resultando anterior, y mediante acuerdo de fecha 14 de noviembre de 2012, se ordenó la formación y registro del expediente de Responsabilidad Administrativa en contra del LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS, ex Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Manzanillo, Col, por las irregularidades detectadas por Órgano Superior de Auditoria y Fiscalización Gubernamental del Estado, plasmadas en el Dictamen elaborado por la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Fiscalización de los Recursos Públicos y en el Decreto No. 565, ordenándose en el mismo acuerdo, se citara al presunto involucrado para que compareciera en audiencia a las 13:00 (trece horas) del día miércoles 28 (veintiocho) de noviembre de 2012(dos mil doce), en la Sala de Juntas Francisco J. Múgica del Poder Legislativo, haciéndole saber las responsabilidades que se le imputan, así como el derecho que le asiste de ofrecer pruebas y alegar lo que a sus intereses convenga por sí o por medio de un defensor.
3.- Mediante actuaciones practicadas por el C. LIC. JOSE DE JESUS ACOSTA MARTINEZ, asesor jurídico comisionado para el efecto por la Oficialía Mayor del H. Congreso del Estado, el LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS, fue legalmente notificado y citado, según consta en el acta y cedula de notificación adjuntas al expediente de responsabilidad que nos ocupa 
4.- El día 28 de noviembre de 2012, día y hora señalado para que tuviera verificativo el desahogo de la audiencia prevista por el artículo 60, fracción I, de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos de aplicación supletoria en la materia y habiéndose cerciorado los integrantes de la Comisión de Responsabilidades, que la persona relacionada líneas antes, fue debida y oportunamente notificada y citada, el Diputado Presidente de la Comisión dio cuenta a los integrantes de la misma con un escrito recibido en la oficialía de partes del Congreso del Estado, a las 10:10 (diez horas con diez minutos), del día 28 de noviembre de 2012, suscrito por el LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS, con el que ofrece pruebas y  manifiesta lo que a su derecho conviene. El cual obra agregado en autos y se tiene por transcrito para todos los efectos legales procedentes.
No habiendo pruebas pendientes por desahogar, la Comisión de Responsabilidades está en aptitud  de resolver este expediente y, 
C O N S I D E R A N D O:
PRIMERO.- La Comisión de Responsabilidades y el Congreso del Estado de Colima, son competentes para instaurar, tramitar y resolver este expediente, atento a lo dispuesto por los artículos 33 fracción XI, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, 56, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Colima, 49 fracción IV del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, 48 segundo párrafo, 54 y 55 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Municipal, que señalan expresamente la facultad del Poder Legislativo del Estado, para revisar y fiscalizar los resultados de las cuentas públicas de las dependencias y entidades de la administración municipal centralizada o paramunicipal, así como para imponer las sanciones a que se hagan acreedores quienes en ejercicio de sus funciones, usen inadecuadamente o desvíen de su finalidad los fondos públicos municipales. 

SEGUNDO.- El Órgano Superior de Auditoria y Fiscalización Gubernamental del Estado en ejercicio de las facultades que le otorgan los artículos 33 fracción XI y XXXIX, y 116 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima; 17, inciso a), fracciones XV, XVIII y XIX; b) fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII y VIII, 27 y 52, de la Ley de Fiscalización Superior del Estado, mediante oficio número 406/2011 notificó al Lic. Nabor Ochoa López, ex Presidente Municipal de Manzanillo, el inicio de los trabajos de auditoría y fiscalización a la cuenta pública del ejercicio fiscal 2011, la cual concluye con el informe final de auditoría y se encuentra soportado por la documentación aportada por los auditores comisionados, y acreditan a juicio de ésta Comisión que los trabajos de revisión y fiscalización se hicieron aplicando los principios de contabilidad y auditoría gubernamental universalmente aceptados; que se analizaron con minuciosidad las respuestas dadas y confrontas efectuadas con el presunto responsable, quien tuvo la oportunidad de desvirtuarlas y demostrar que su actuación se apegó estrictamente a las disposiciones constitucionales que rigen el quehacer municipal, el ejercicio del gasto, presupuesto y contabilidad, no logrando así, justificar lo legal de su actuar, demostrando observaciones que fueron debidamente soportadas jurídica, técnica y documentalmente y dan origen a una propuesta de sanción contenida en el considerando Décimo Segundo del Decreto número 565, en los  siguientes términos:

	Observación:
	Funcionario Probable Responsable
	Cargo
	Responsabilidad

	07/11-F24
	Mario Alberto Morán Cisneros
	Oficial Mayor 
	Directa

	Acción u omisión
	Por otorgar  a los trabajadores Fidencio Flores Hernández, José Gutiérrez Mora, Laura Elena Pérez Blancas, Candelario Rentería Cernas, Francisco Torres Oliveros, Fabián Urrutia González, Aurelio Hernández Quiroz y Berta Isela Villaseñor Gutiérrez, la Jubilación Móvil Integral, sin  contar previamente con el dictamen de Comisión y el acuerdo aprobatorio del Cabildo, ya que la concesión sin reunir esos requisitos implica ejercicio indebido del presupuesto de egresos. En los términos de la observación referenciada.

	Daño Patrimonial 
	No aplica 

	Normativa inobservada
	Ley de Presupuesto Contabilidad y Gasto Público Municipal artículos 11, fracción III y Ley de los Trabajadores al Servicio del Gobierno, Ayuntamientos y Organismos descentralizado del Estado de Colima. 


	Observación:
	Funcionario Probable Responsable
	Cargo
	Responsabilidad

	07/11-F28
	Mario Alberto Morán Cisneros
	Oficial Mayor 
	Directa

	Acción u omisión
	Por adquirir 2 camiones  tipo compactador  de basura, sin llevar a cabo el procedimiento de licitación pública, sin conocimiento y aprobación del Comité de Compras, argumentando que se adquirieron por adjudicación directa de acuerdo al artículo 41 fracción IV, de la Ley de Adquisiciones, Servicios y  Arrendamiento del Sector Público en el Estado de Colima, por existir un brote de cólera y ponerse en riego la salud pública del Municipio, justificando ello con un oficio de la Secretará de Salud de fecha 16 de noviembre de 2010, cuando que los camiones se compraron en el mes de marzo de 2011; esto es, cinco meses después de la supuesta emergencia sanitaria, pudiéndose observar además, que no está comprendida la excepción en la disposición señalada por el ente auditado en su respuesta a esta observación. 

Por otra parte se detectó la adquisición un número considerable de  despensas para el programa “Apoyo Alimentario”, sin llevar a cabo el procedimiento de licitación pública, argumentando que no se efectuó  porque no se contaba con suficiencia presupuestal, optando por adquirirlas mes a mes, con base en concurso por invitación a cuando menos tres personas, incurriendo en responsabilidad al fraccionar indebidamente las adquisiciones para omitir someterse a los procedimientos subsecuentes de acuerdo a los montos señalados como fraccionados. En los términos de la observación referenciada

	Daño Patrimonial 
	No Aplica 

	Normativa inobservada
	Ley de Adquisiciones, Servicios y  Arrendamiento del Sector Público en el Estado de Colima, artículos 26 fracción I, 27, 42 y 43.


	Observación:
	Funcionario Probable Responsable
	Cargo
	Responsabilidad

	07/11-F30

07/11-F31

07/11-F32
	Mario Alberto Morán Cisneros
	Oficial Mayor 
	Directa

	Acción u omisión
	Por fraccionar indebidamente la adquisición de material de construcción, llantas, lubricantes, refacciones electrónicas para semáforos, equipos de comunicación, señalamientos viales, torretas led y material eléctrico, evadiendo con ello el procedimiento de invitación a cuando menos tres personas, con el visto bueno del Comité de Compras, ya que las adquisiciones se hicieron únicamente por adjudicación directa del comité, con tres cotizaciones, obteniéndose esa conclusión con el análisis de las facturas pagadas, las cuales son consecutivas aunque amparen productos similares. En los términos de la observación referenciada.

	Daño Patrimonial 
	No aplica 

	Normativa inobservada
	Ley de Adquisiciones, Servicios y  Arrendamiento del Sector Público en el Estado de Colima, artículo 42, inciso c),


TERCERO.- Que los integrantes de la Comisión procedimos a valorar las pruebas aportadas por el LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS, de acuerdo a las siguientes consideraciones:
DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en el Presupuesto de Egresos correspondiente al ejercicio fiscal 2011, con el que se pretende demostrar la certeza de los actos que como respuesta señalo en la observación No. 07/11-F24. Medio de prueba que no le favorece, toda vez que la observación versa en la falta de dictamen y el acuerdo de aprobación del Cabildo respecto a 8 ocho jubilaciones integrales de los CC. FIDENCIO FLORES HERNANDEZ, JOSE GUTIERREZ MORA, LAURA ELENA PEREZ BLANCAS, CANDELARIO RENTERIA CERNAS, FRANCISCO TORRES OLIVEROS, FABIAN URRUTIA GONZALEZ, AURELIO HERNANDEZ QUIROZ y BERTA ISELA VILLASEÑOR y si bien es cierto había suficiencia presupuestaria para concederlo, éstos no fueron sometidos aprobación del Cabildo. 
DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en la copia certificada del acta de adjudicación directa de fecha 28 de enero de 2011, relativa a la adquisición de dos camiones compactadores de residuos sólidos, acreditándose plenamente con el mismo que la adjudicación directa si fue autorizada por el Comité de Compras del Municipio de Manzanillo. Y en el caso en particular le beneficia, pues con este medio de prueba logra demostrar la aprobación por parte del Comité de Compras y por consiguiente que la adquisición se llevó a cabo observando las disposiciones legales aplicables. 
DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en la copia certificada del Contrato No. 001 de fecha 28 de enero del año 2011 y que se relaciona con los argumentos que se detallan respecto a la observación No. 07/11-F28. Y en el caso en particular le beneficia, pues con este medio de prueba logra demostrar que se cumplieron con los requisitos necesarios para que el procedimiento de adquisición se encontrara ajustado a derecho, fundando su actuar en lo dispuesto por el artículo 41 fracción IV, de la Ley de Adquisiciones, Servicios y Arrendamiento del Sector Público en el Estado de Colima. 
DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en la copia certificada de la póliza de cheque expedida el 31 de enero del 2011 a favor de Industrias Magaña S.A. de C.V., por la Tesorería Municipal por un valor de $1´167,788.70 (un millón ciento sesenta y siete mil setecientos ochenta y ocho pesos 70/100 M.N.), con lo cual se acredita que el pago por concepto de anticipo del 40% a cuenta de los dos camiones recolectores y compactadores de basura, se efectuó en el mes de enero y no en marzo como se asienta en la observación 07/11-F28 fincada por el OSAFIG. 
DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en la copia certificada de las cuentas públicas del Municipio de Manzanillo, Colima, correspondiente a los meses de enero a diciembre, con las cuales se justifica la legalidad de los procedimientos utilizados para la adquisición de las despensas del programa APOYO ALIMENTARIO y se encuentra detallada en la segunda parte de la observación 07/11-F28, documentales que no le favorecen, toda vez que como se advierte del contenido de los dictámenes correspondientes a los meses de enero a diciembre de 2011, emitidos por la Comisión de Hacienda Municipal, y aprobados en su mayoría por unanimidad de los integrantes del Cabildo y contrariamente a lo argumentado por el servidor público imputado existía suficiencia financiera. 
DOCUMENTAL PUBLICA.- Consistente en la copia certificada de todos y cada uno de los procedimientos de adquisición a que se refieren las observaciones señaladas con los números 07/11-F30, 07/11-F31 y 07/11-F32, para cuyo efecto deberá recabarse no desde la requisición sino desde la solicitud de servicio para que se verifique la certeza de los argumentos y la correcta aplicación de la Ley de Adquisiciones Servicios y Arrendamientos del Sector Público en el Estado de Colima, medio de prueba que no le favorece, toda vez que como se advierte del contenido de los dictámenes correspondientes a los meses de enero a diciembre de 2011, emitidos por la Comisión de Hacienda Municipal, y aprobados en su mayoría por unanimidad de los integrantes del Cabildo y contrariamente a lo argumentado por el servidor público imputado, existía suficiencia financiera. 

CUARTO.- En su escrito de pruebas y alegatos presentado el día 28 del presente mes y año, el  LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS expuso las siguientes consideraciones

En cuanto la observación 07/11-F24, consistente en otorgar a los trabajadores FIDENCIO FLORES HERNANDEZ, JOSE GUTIERREZ MORA, LAURA ELENA PEREZ BLANCAS, CANDELARIO RENTERIA CERNAS, FRANCISCO TORRES OLIVEROS, FABIAN URRUTIA GONZALEZ, AURELIO HERNANDEZ QUIROZ Y BERTA ISELA VILLASEÑOR GUTIERREZ, la Jubilación Móvil integral, sin contar previamente con el dictamen de comisión y el acuerdo aprobatorio del cabildo, resulta procedente al no lograr demostrar la existencia del dictamen ni del acta de cabildo en donde supuestamente fueron aprobadas dichas jubilaciones, cabe hacer mención que en el escrito de contestación y ofrecimiento de pruebas el LIC. MORAN CISNEROS argumenta “que las jubilaciones en comento se encontraban contempladas en el Presupuesto de Egresos para el ejercicio fiscal 2011, tal como se desprende de la Partida 0020048, denominada “BONO DE JUBILACION Y RETIRO”, luego entontes la partida tenía suficiencia presupuestal” y añade que al ser aprobado por el Cabildo no hay daño ni lesión, situación precisamente observada por el OSAFIG, ya que la concesión sin contar con autorización del Cabildo implica ejercicio indebido del presupuesto de egresos, situación que no quedó solventada ya que no exhibe documento idóneo para acreditar tal aseveración.
En ese mismo orden de ideas, el impetrante refiere que el acto impugnado le causa agravios, pues lo deja en estado de indefensión, porque “en ningún momento se señalan con precisión las supuestas irregularidades” al respecto es oportuno precisar que tanto en el cuadro del Considerando Décimo Segundo tanto del Dictamen de la Comisión de Hacienda, Presupuesto y Fiscalización de los Recursos Públicos como del Decreto número 565, se especifican claramente las acciones y omisiones detectados por el Órgano Superior de Auditoria y Fiscalización Gubernamental del Estado, así como su debida fundamentación. 

Aunado a lo anterior y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 76, fracción X, corresponde al Oficial Mayor: resolver los asuntos relativos a los servidores públicos municipales; es decir, es la persona encargada directamente de darle tramite y resolver los asuntos relativos a los trabajadores del citado Ayuntamiento; quien en cumplimento de sus obligaciones debió reunir las formalidades para que se legitimara dicha actuación, ya que como lo establece el artículo 91 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, los Ayuntamientos son órganos colegiados; es decir, la toma de decisiones la realizan en forma conjunta los integrantes del Cabildo a través de votación directa, siendo obligación de los Ayuntamientos proponer, discutir y dictaminar los asuntos municipales; y supervisar el adecuado funcionamiento de la administración municipal. En tales circunstancias la presente observación resulta fundada, y se materializa al no exhibir por parte del C. LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS documento idóneo; que acredite el debido cumplimiento de las disposiciones legales aplicables al caso, como lo es la aprobación por parte del Cabildo.  

En lo que concierne a la observación 07/11-F28, respecto a la adquisición de dos camiones tipo compactador de basura, sin llevar a cabo el procedimiento de licitación pública, sin consentimiento y aprobación del comité de compras, dicha observación quedó solventada, toda vez que al momento de contestar y ofrecer pruebas; el C. LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS, exhibe copia certificada del acta de adjudicación directa, en la cual consta la aprobación por parte del Comité de Compras del Ayuntamiento de Manzanillo y el contrato No. 001 celebrado entre el citado Ayuntamiento y el Representante de la Empresa denominada Industrias Magaña, firmado a los 28 días del mes de enero de 2011, con los cuales acredita fehacientemente que el procedimiento de adquisición se encuentra ajustado a derecho, fundando su actuar en lo dispuesto por el artículo 41 fracción II, de la Ley de Adquisiciones, Servicios y Arrendamientos del Sector Público en el Estado de Colima, que a la letra dice: 
ARTÍCULO 41.- Las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, podrán contratar adquisiciones y servicios, cualquiera que fuere el monto de la operación, sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, a través de los procedimientos de invitación a cuando menos tres personas o de adjudicación directa, cuando: 

I……………………..

II.
Peligre o se altere el orden social, la economía, los servicios públicos, la salubridad, la seguridad o el ambiente de alguna zona o región del Estado como consecuencia de desastres producidos por fenómenos naturales; 

………..............
Con lo anteriormente expuesto, se declara solventada la presente observación, ya que con los medios de prueba ofrecidos por el impetrante logra desvirtuar las imputaciones que se le atribuyen justificando que su actuación se encuentra apegada a los ordenamientos legales aplicables. 

Respecto a la adquisición de un número considerable de despensas para el programa de “Apoyo Alimentario”, sin llevar a cabo el procedimiento de licitación pública, argumentando que no se efectúo porque no se contaba con suficiencia presupuestal, optando por adquirirlas mes a mes, con base en la invitación a concurso de por lo menos tres personas, incurriendo en responsabilidad al fraccionar indebidamente las adquisiciones para omitir someterse a los procedimientos subsecuentes de acuerdo a los montos señalados como fraccionados. Al respecto cabe hacer mención que el argumento aducido por el impetrante es inoperante, toda vez de acuerdo al  contenido de los dictámenes correspondientes a los meses de enero a diciembre de 2011, emitidos por la Comisión de Hacienda Municipal, y aprobados en su mayoría por unanimidad de los integrantes del Cabildo y contrariamente a lo argumentado por el servidor público imputado existía suficiencia financiera; además de que como el mismo lo expresa en su escrito de contestación en el presupuesto de egresos del ejercicio fiscal 2011, se aprobó una partida con el monto total para la adquisición de despensas; esto es; aun sabiendo de la existencia de la partida asignada para dichas adquisiciones vulneró las disposiciones legales que rigen el quehacer municipal, pues como ya se refirió líneas antes si había suficiencia presupuestaria. 
Las observaciones signadas con los números 07/11-F30, 07/11-F31 y 07/11-F32 hacen referencia a que se fraccionan indebidamente la adquisición de material de construcción, llantas, lubricantes, refacciones electrónicas para semáforos, equipos de comunicación, señalamientos viales, torretas led y material eléctrico, evadiendo con ello el procedimiento de invitación a cuando menos tres personas, con el visto bueno del Comité de Compras, ya que las adquisiciones se hicieron únicamente por adjudicación directa del comité, con tres cotizaciones, obteniéndose esa conclusión con el análisis de las facturas pagadas, las cuales son consecutivas aunque amparen productos similares.
Al respecto el C. LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS, argumenta que: “la dinámica de operación del Municipio de Manzanillo, es totalmente diferente a los demás Municipios, de tal suerte que en la medida que va requiriendo los insumos, los servicios y demás bienes necesarios para el cumplimento de los servicios públicos y programas presupuestados por Ayuntamiento requiere una respuesta inmediata, por lo que prácticamente los trámites son instantáneos”, aceptando tácitamente las faltas administrativas que se le imputan, ya que el actuar de un servidor público invariablemente debe estar apegado a los lineamientos que los rigen, que son inherentes a la función que desempeñan y no a simples circunstancias de modo o tiempo, ya que al objetar que la dinámica del citado Ayuntamiento es distinta, y que los trámites son instantáneos, está reconociendo la falta de cumplimento del artículo 76, fracciones I, II, III, y VII de la Ley del Municipio libre que a la letra dice:
ARTÍCULO 76.- Corresponderá al oficial mayor:

I.
Participar con el tesorero municipal en la formación de planes y programas del gasto público y en la elaboración del anteproyecto de presupuesto anual de egresos;

II.
Expedir las órdenes para las erogaciones con cargo al presupuesto de las dependencias municipales, por concepto de adquisiciones y pago de servicios;

III.
Programar, coordinar, adquirir y proveer oportunamente los elementos materiales y servicios requeridos por las dependencias del ayuntamiento para el desarrollo de sus funciones;

IV.  a la VI……………..
VII.
Intervenir en la adquisición y enajenación de bienes muebles e inmuebles que lleve a cabo el ayuntamiento y vigilar que dichas operaciones se ajusten a las disposiciones legales;

VIII  a la XVII……………….
Con relación con el artículo 11 fracción II de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público: 

ARTÍCULO 11.- Compete al Oficial Mayor:

I.- ……………………..

II.- Vigilar que las adquisiciones de bienes y servicios del Ayuntamiento se realicen de conformidad con la normatividad aplicable y en las mejores condiciones de precio y calidad
III a IX………………
De la interpretación armónica conjunta y enlazada de los artículos citados se infiere con claridad que el Oficial Mayor es la persona responsable de las adquisiciones de bienes muebles e inmuebles que lleve a cabo el Ayuntamiento; aunado a lo anterior, el presupuesto de egresos constituye el documento rector del gasto del ayuntamiento en un ejercicio fiscal, no pudiéndose modificar durante el año sin la autorización previa del cabildo; vulnerándose el artículo 24 de la Ley de Presupuesto Contabilidad y Gasto Público Municipal. 
Por lo tanto, la observación en estudió ha quedado debidamente acreditada con el presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal 2011 expedido por la tesorería del Ayuntamiento de Manzanillo, pues se advierte en el rubro de BANCOS sí contaba con suficiencia presupuestaria, desvirtuándose lo aducido por el impetrante, en el sentido de que en ocasiones no existe presupuesto o las partidas no tienen suficiencia presupuestaria.
Asimismo el ejercicio de la función pública debe apegarse a los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, establecidos en el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el propósito de que impere invariablemente en los servidores públicos una conducta digna que fortalezca a las instituciones públicas y que a su vez responda a las necesidades de la sociedad. Sirve de apoyo la tesis jurisprudencial que a continuación se inserta: 
Novena Época, Registro: 1007837

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

TipoTesis: Jurisprudencia

Fuente: Apéndice 1917-Septiembre 2011

Localización:  Apéndice 1917-Septiembre 2011

Materia(s): Administrativa

Tesis: 917       

[J]; 9a. Época; T.C.C.; Apéndice 1917-Septiembre 2011; Tomo IV. Administrativa Segunda Parte - TCC Primera Sección - Administrativa; Pág. 1097

SERVIDORES PÚBLICOS. SU RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA SURGE COMO CONSECUENCIA DE LOS ACTOS U OMISIONES PREVISTOS EN LA LEGISLACIÓN QUE RIGE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO Y SU RELACIÓN CON EL ESTADO.

La responsabilidad administrativa de los servidores públicos surge como consecuencia de los actos u omisiones –que se definan ya sea por la propia legislación bajo la cual se expidió el nombramiento del funcionario, la ley que rige el acto que se investigó, o bien, por las que se contemplan en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos– pues, de no considerarse así, bastaría que el ordenamiento jurídico respectivo no previera las obligaciones o deberes que a cada funcionario le corresponden, para dejar impunes prácticas contrarias a la legalidad, honradez, imparcialidad, economía y eficacia que orientan a la administración pública y que garantizan el buen servicio público, bajo el principio unitario de coherencia entre la actuación de los servidores públicos y los valores constitucionales conducentes, sobre la base de un correlato de deberes generales y la exigibilidad activa de su responsabilidad. Tan es así que la propia Constitución Federal, en su artículo 109, fracción III, párrafo primero, dispone que se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos  por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, lo que constriñe a todo servidor público a acatar y observar el contexto general de disposiciones legales que normen y orienten su conducta, a fin de salvaguardar los principios que la propia Ley Fundamental estatuye como pilar del Estado de derecho, pues la apreciación de faltas implica constatar la conducta con las normas propias o estatutos que rigen la prestación del servicio público y la relación laboral y administrativa entre el servidor público y el Estado.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

Revisión fiscal 316/2002.—Titular del Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.—29 de enero de 2003.—Unanimidad de votos.—Ponente: Jean Claude Tron Petit.—Secretario: Alfredo A. Martínez Jiménez.

Revisión fiscal 357/2002.—Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en Pemex Exploración y Producción.—12 de febrero de 2003.—Unanimidad de votos.—Ponente: Jean Claude Tron Petit.—Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza.

Revisión fiscal 37/2003.—Titular del Área de Responsabilidades de la Unidad de Contraloría Interna en el Instituto Mexicano del Seguro Social, encargado de la defensa jurídica de este órgano de control y del titular del ramo.—12 de marzo de 2003.—Unanimidad de votos.—Ponente. Jean Claude Tron Petit.—Secretaria: Alma Margarita Flores Rodríguez.

Revisión fiscal 22/2003.—Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en su carácter de encargado de la defensa jurídica de dicho órgano interno y en representación del Secretario de Contraloría y Desarrollo Administrativo.—12 de marzo de 2003.—Unanimidad de votos.—Ponente: Jean Claude Tron Petit.—Secretaria: Alma Margarita Flores Rodríguez.

Revisión Fiscal 50/2003.—Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en Pemex Exploración y Producción, en representación del Titular de la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo.—2 de abril de 2003.—Unanimidad de votos.—Ponente: Jean Claude Tron Petit.—Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza.

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, abril de 2003, página 1030, Tribunales Colegiados de Circuito, tesis I.4o.A. J/22; véase  ejecutoria en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, abril de 2003, página 1031.
Por lo anterior y a juicio de ésta Comisión existen elementos suficientes para tener por acreditadas las observaciones 07/11-F24, 07/11-F28 segunda parte 07/11-F30, 07/11-F31 y 07/11-F32 que no fueron solventadas, pues no ofreció medio de prueba alguno que logré desvirtuar o justificar su actuación. 

CUARTO.- Del análisis de los documentos y demás pruebas que obran en el sumario, se concluye válidamente que la responsabilidad que se le imputa al LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS, quedó plenamente probada con las siguientes documentales aportadas por el OSAFIG: 
En lo que refiere a la observación 07/11-F24 lo constituye los oficios números 0091/2011, 3493/2011, 0023/2011, 1563/2011, 1392/2011, 0174/2011, 0022/2011 y 1494/2011, dirigidos al Lic. Mario Alberto Moran Cisneros suscritos por el Secretario General y el Secretario del Trabajo del Sindicato Único de Trabajadores del H. Ayuntamiento de Manzanillo, en donde solicitan la JUBILACION MOVIL INTEGRAL de los CC. FIDENCIO FLORES HERNANDEZ, JOSE GUTIERREZ MORA, LAURA ELENA PEREZ BLANCAS, CANDELARIO RENTERIA CERNAS, FRANCISCO TORRES OLIVEROS, FABIAN URRUTIA GONZALEZ, AURELIO HERNANDEZ QUIROZ Y BERTA ISELA VILLASEÑOR GUTIERREZ, así como el listado de nómina de personal sindicalizado correspondiente al periodo 24 del 16 de diciembre de 2011 al 31 de diciembre de 2011 donde se evidencia que el personal  anteriormente mencionado aparece en el rubro de JUBILADO SINDICALIZADO, sin que se haya efectuado la autorización por parte del Cabildo del municipio de Manzanillo. 
Respecto a la primera parte de la observación 07/11-F28 consistente en la adquisición de dos camiones tipo compactador de basura quedó solventada con los medios de prueba enunciados en el considerando tercero del presente dictamen. 

La parte segunda de la observación signada con el número 07/11-F28 lo constituye la adquisición de un número considerable de despensas para el programa de “Apoyo alimentario”, sin llevar a cabo el procedimiento de licitación y se acredita con los dictámenes correspondientes a los meses de enero a diciembre de 2011, emitidos por la Comisión de Hacienda Municipal, y aprobados en su mayoría por unanimidad de los integrantes del Cabildo en los que se advierte que sí había suficiencia financiera. 

En cuanto a la observación identificada con los números 07/11-F30, 07/11-F31 y 07/11-F32, se convalida con la cuenta concentradora de ingresos y egresos de los meses de enero a diciembre de 2011; donde se advierte el saldo en el rubro de bancos; así como el egreso en el rubro de materiales y suministros; además de los dictámenes correspondientes a los meses de enero a diciembre de 2011, emitidos por la Comisión de Hacienda Municipal, y aprobados en su mayoría por unanimidad de los integrantes del Cabildo en los que se advierte que sí había suficiencia financiera. 
Aunado a lo anterior y sin que los razonamientos y elementos de convicción aportados por el impetrante logren desvirtuar su certeza y por tanto, la plena justificación de la sanción contenida en el Considerando Décimo Segundo del Decreto No. 565, materia de este expediente y habiéndose desarrollado la integración de éste procedimiento con estricto apego a las disposiciones constitucionales y legales citadas y analizadas en los considerandos anteriores se estima procedente aplicar al LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS, ex Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Manzanillo, Col., Amonestación Pública, que tiene por objeto suprimir prácticas que infrinjan, de cualquier forma las disposiciones normativas vigentes, por los actos u omisiones consignados en las observaciones 07/11-F24, 07/11-F28 (segunda parte en lo que refiere a la compra de despensas) 07/11-F30, 07/11-F31 y 07/11-F32. Sanciones Previstas por el artículo 49, fracción II de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.
Por lo anteriormente expuesto, se expide el siguiente: 

DECRETO No. 211
PRIMERO.- La Comisión de Responsabilidades y el Congreso del Estado de Colima, son competentes para instaurar, tramitar y resolver este expediente, atento a lo dispuesto por los artículos 33 fracción XI, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, 56, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Colima, 49 fracción IV del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, 48 segundo párrafo, 54 y 55 de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Municipal

SEGUNDO.- EL LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS en su calidad de ex Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Manzanillo, Colima, es administrativamente responsable por los actos y omisiones contenidos en el Considerando Décimo Segundo del Decreto No. 565, aprobado y expedido por el Pleno del H. Congreso del Estado, en Sesión Publica Ordinaria número veintiuno celebrada con fecha 28 de agosto del 2012, publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”, número 43 tomo XCVII, suplemento No. 3 de fecha 01 de septiembre de 2012. Con excepción de la primera parte de la observación número 07/11-F28, la cual quedo debidamente subsanada. 
TERCERO.- Conforme lo expuesto y fundado en la parte considerativa ha quedado demostrada la responsabilidad en que incurrió LIC. MARIO ALBERTO MORAN CISNEROS en su calidad de ex Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Manzanillo, Colima, en los términos del Considerando Tercero del presente Decreto, y atendiendo los lineamientos del artículo 50 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos se estima procedente y fundado, se le imponga como sanción administrativa la consistente en Amonestación Pública, que tiene por objeto suprimir prácticas que infrinjan, de cualquier forma las disposiciones normativas vigentes, por los actos u omisiones consignados en las observaciones 07/11-F24, 07/11-F28(segunda parte en lo que refiere a la compra de despensas), 07/11-F30, 07/11-F31 y 07/11-F32. Sanciones Previstas por el artículo 49, fracción II de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, exhortándolo para que en lo sucesivo y en el ejercicio de sus funciones en los cargos que ocupe en la administración pública, observe invariablemente las disposiciones legales que las rijan.
CUARTO.-  Notifíquese personalmente. 

QUINTO.- En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 10 fracción XVI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Colima, se informa que una vez que cause estado la presente resolución, estará a disposición del público para su consulta cuando así lo soliciten. 

SEXTO.- Una vez cumplimentado lo anterior, archívese el presente expediente de responsabilidad administrativa como asunto totalmente concluido. 

TRANSITORIO
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día de su aprobación y deberá publicarse en el Periódico Oficial “El Estado de Colima”.
El Gobernador del Estado dispondrá se publique, circule y observe

Dado en el Recinto Oficial del Poder Legislativo, a los catorce días del mes de noviembre del año dos mil trece.

C. OSCAR A. VALDOVINOS ANGUIANO 

DIPUTADO PRESIDENTE

  C. FRANCIS ANEL BUENO SÁNCHEZ
 C. ORLANDO LINO CASTELLANOS 
DIPUTADA SECRETARIA                                DIPUTADO SECRETARIO
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